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PROCESO DE PAZ EN SUDÁFRICA: 
¿ALGUNAS LECCIONES PARA COLOMBIA?*
Maguemati Wabgou
Este texto busca reflejar algunos elementos clave del proceso de paz en Sudáfrica. 
El objetivo es compartir con el público colombiano las experiencias sudafricanas 
de conflicto y su resolución. Se espera que de este ejercicio se desprendan ele-
mentos comparativos de reflexión, análisis y debates acerca del proceso de paz en 
Colombia. El capítulo indaga por las raíces históricas del conflicto sociopolítico 
desde los procesos de surgimiento del apartheid como sistema político, antes 
de ahondar en los mecanismos de resolución del conflicto y el posconflicto en 
Sudáfrica. 
Pero antes de entrar en materia, una breve presentación de Sudáfrica lleva 
a mencionar que es un país del África austral que limita al norte con Namibia, 
Botsuana y Zimbabue; al este con Mozambique y Suazilandia, y al oeste con el 
Océano Atlántico. Lesoto es un Estado independiente ubicado dentro del territo-
rio sudafricano.
Con una nueva Constitución vigente desde 1996, Sudáfrica presenta una di-
visión político-administrativa integrada por nueve provincias: Eastern Cape, Free 
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de encontrar los aportes que el modelo sudafricano de evolución del posconflicto pueda brindarle al proceso que 
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State, Gauteng, KwaZulu-Natal, Limpopo, Mpumalanga, Northern Cape, North-
West, Western Cape. Así mismo, destacan las ciudades de Pretoria, donde se en-
cuentra el poder Ejecutivo; Bloemfontein, donde se encuentra el poder Judicial, y 
Ciudad del Cabo, donde se encuentra el poder Legislativo.
Políticamente, el país está dotado de un sistema parlamentario inspirado en 
el británico, que cuenta con la Asamblea Nacional o Cámara Baja y el Consejo 
Nacional de las Provincias o Cámara Alta. El presidente actual es Jacob Zuma.
La población actual del país se estima a 52 millones de habitantes, con un 
79,5 % de población negra. Se destaca por su diversidad étnica y religiosa, lo que 
implica la coexistencia de diferentes grupos étnicos y religiones (cristianismo, 
hinduismo, islamismo, creencias tradicionales, judaísmo).
Sudáfrica y el apartheid: malestar y tensiones sociopolíticas
Los orígenes del conflicto sociopolítico en Sudáfrica se remontan a la época del 
apartheid, que llevó al país al borde de una guerra civil. En efecto, el sistema 
político sudafricano durante el apartheid se caracterizó por la institucionaliza-
ción de la segregación racial con el fin de asegurar un control poblacional y una 
explotación económica de los recursos naturales. La palabra apartheid es de ori-
gen afrikaner y significa ‘separación’, aludiendo a la política de separación racial 
institucionalizada por una serie de leyes emitidas por los gobiernos blancos de 
Sudáfrica, especialmente desde 1948. Así mismo, el apartheid implica la separa-
ción permanente entre las diferentes razas (diferenciación racial) por parte de los 
blancos que manejaban el poder en Sudáfrica, convirtiéndose efectivamente en 
una política de Estado, mediante la utilización y creación de un sistema jurídico 
que permitía al blanco mantener el control político del país y disfrutar de privile-
gios económicos, culturales y sociales. 
Para una mejor comprensión del apartheid como sistema político inhumano 
instaurado en Sudáfrica es necesario tener en cuenta elementos y hechos históri-
cos que incidieron en su consolidación como sistema dictatorial de corte racista, 
escudriñando a su vez el legado de las gestiones coloniales holandesa e inglesa 
en el país. Por ello, una exploración de los antecedentes históricos y culturales 
que dieron paso al apartheid es determinante para identificar los factores cul-
turales de la xenofobia y del racismo que caracterizan este sistema. En efecto, 







las dinámicas de surgimiento y establecimiento de barreras raciales con carácter 
colonialista en Sudáfrica tienen fundamento en la idea de la superioridad racial 
desde la época de la llegada de los holandeses en 1652. Esta idea se ha ido edifi-
cando en un régimen moderno institucionalizado en detrimento del grupo racial 
nativo de ese territorio.
Con la ocupación de este territorio por una pequeña colonia holandesa con 
el propósito de suplir su necesidad de un puerto de recarga para su comercio 
con la colonia asiática (la ahora Indonesia), se puso en marcha una ola de inmi-
gración holandesa al territorio sudafricano como trabajadores de la Compañía 
Holandesa. Sin embargo, esta situación se vio dificultada por la crisis de mano 
de obra existente en el territorio, ya que los nativos negros se rehusaban a dejar 
su economía de subsistencia y sus medios tradicionales de vida para trabajar 
para los colonos. Esta situación llevó a la Compañía Holandesas a una encruci-
jada puesto que traer una mano de obra desde Holanda significaría una mayor 
disputa del poder en la región (África austral) y un posible detrimento del nivel 
de la vida sus nacionales (Orozco, Tobón, Chávez y Aristizábal, 2012). Debido 
a ello, los holandeses crearon un sistema de organización social que pudiera 
suplir sus necesidades en la zona; por tanto, empezaron a “importar” mano de 
obra desde África oriental y Madagascar para realizar las faenas requeridas, or-
ganizando asimismo a los colonos en dos grandes grupos: los burgueses com-
pradores, quienes se encargaban del comercio internacional, y los bóers (colonos 
holandeses), quienes tomaban control de la mano de obra “importada o esclava” 
y se encargaban de que produjera según las lógicas de funcionamiento del mer-
cado interno del territorio sudafricano. Es así como se fueron creando barreras 
raciales, donde los colonos holandeses se constituyeron en una clase burguesa 
que no solo ostentaba los medios de producción y los cargos del poder, sino que 
asignaban a los trabajadores extranjeros y los nativos negros su papel y posición 
en el sistema de producción vigente. 
Sin embargo, este sistema de producción va a padecer una serie de crisis que 
llevaron a la caída de la Compañía Holandesa, lo que sería determinante para que, 
en 1795, los holandeses pudieran ceder la colonia del Cabo a los ingleses. Habría 
que esperar hasta 1816 para que Inglaterra comenzara a practicar un sistema de 
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una posesión colonial definitiva de los ingleses. Este sistema consistió en otorgar 
libertades a una clase burguesa en el territorio para administrarlo, manteniendo 
así a los gobiernos locales bajo control por medio de un mecanismo coercitivo 
de cobro de impuestos por adulto o por choza a los nativos, lo cual llevaría a que 
estos vendieran su mano de obra al sistema capitalista de producción. Así, esta 
época se caracteriza por la dominación directa (gobierno) de los bóers e indirecta 
de los ingleses sobre la población nativa, mediante mecanismos mercantilistas, 
políticos y religiosos.
El abordaje del fenómeno del apartheid en Sudáfrica parte de la indagación 
en las raíces históricas del conflicto sociopolítico derivado de los procesos de 
surgimiento y establecimiento del apartheid como sistema político, lo que con-
duce a examinar el nacimiento del Gobierno de los bóers, en un contexto político 
marcado por la dominación de personas bóers e inglesas sobre los autóctonos. 
En efecto, en 1828, las autoridades inglesas declararon y reconocieron la igualdad 
de todos los hombres sin distinción de color o raza en sus territorios dominados; 
esto era inaceptable para los bóers, quienes durante largo tiempo se impusieron 
como señores esclavistas en la zona, por lo cual se manifiestan y se agudizan las 
inconformidades por parte de la clase burguesa. Además, en 1833 se promulgó 
desde la metrópoli inglesa el decreto de abolición de la esclavitud, lo que signi-
ficaría una ofensa para los bóers, quienes, al sentirse heridos por esta decisión, 
expresaron su descontento por medio de un éxodo que consistió en abandonar la 
región del Cabo para buscar un lugar donde pudieran dar rienda suelta a sus am-
biciones de dominación de corte colonial y esclavista. Esta actitud de los bóers se 
explica precisamente por el hecho de que la decisión inglesa desataría una serie 
de obstáculos para la concreción de su afán colonial y esclavista, que se vería 
frenado por la mencionada iniciativa y decisión de los ingleses.
De esta forma, el sistema colonial de Sudáfrica se divide y se constituye sis-
temáticamente en dos regímenes políticos antagónicos (Gobierno de los ingleses 
y Gobierno de los bóers). Mientras que los bóers crearon Transvaal en 1852 y 
el Estado libre de Orange en 1854, donde plasmaron en la Constitución la supe-
rioridad de la raza blanca sobre la negra; los ingleses gobernaban en los estados 
de Cabo y Nata, con base en un sistema de gestión más flexible, instaurado y 







fundamentado en la idea de una “supuesta” igualdad con bastantes limitaciones23. 
Este antagonismo se constituyó en uno de los factores principales de la guerra 
de los bóers. 
En efecto, la guerra de los bóers estalla en 1899, en un contexto marcado por 
la gran inmigración europea. Una de las causas directas del conflicto que enfrenta 
a los bóers y los ingleses radica en el hecho de que los primeros querían mantener 
un modelo esclavista basado en la posesión de la tierra, mientras que los segun-
dos veían en Sudáfrica un lugar productivo que había que unificar con el resto 
de su colonia al norte. Además, cabe mencionar que en 1867 se descubrieron los 
yacimientos de diamante y en 1886 los de oro, lo cual va a significar un cambio 
de perspectiva sobre la región por el boom minero que se dio y que implicaba la 
necesidad de mano de obra extranjera puesto que los nativos preferían trabajar en 
la agricultura de subsistencia. Así, empezó la gran inmigración de trabajadores 
extranjeros con el predominio de mano de obra europea, igual que la proveniente 
del oriente de Mozambique, África oriental e incluso China. A pesar de esto, se 
requirió que los nativos negros entraran a engrosar las filas de trabajadores de 
las minas, arrebatándoles parte de sus medios tradicionales de producción; cabe 
señalar que solían trabajar tanto en las minas como en la agricultura y seguían 
teniendo un bajo nivel económico. De esta manera, paradójicamente, se observa 
que la consolidación de Sudáfrica como Estado pasa por una guerra que se da 
en un contexto marcado por la explosión minera de la región y las necesidades 
antagónicas de los ingleses para la unificación de los estados de Natal y Cabo con 
los estados bóers de Orange y Transvaal, y de los bóers, quienes requerían man-
tener un modelo de producción económico esclavista en su dominio. Entonces, 
en medio del auge económico impulsado por la entrada de una gran cantidad de 
capital extraído de la minería en el territorio sudafricano y la apertura comercial 
a gran escala, el recurso a la guerra fue una opción que se dio en 1899 y terminó 
en 1902 con la victoria inglesa.
Tras la guerra surgió la necesidad de definir la forma de recomponer la clase 
obrera del país y de organizar económicamente la población para generar las 
rentabilidades necesarias. Así mismo, se impulsó la división racial de la clase 
23 Prueba de ello es que, a través del Decreto de Calderón de 1809, se ordenó que todo nativo tenía que tener un 
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obrera en la medida que se toma la iniciativa de aumentar la mano de obra negra 
cualificada, mientras que el legado racista persistía en la devaluación del trabajo 
de las comunidades negras. Por eso Lefort (1986) considera que, tras la guerra, 
lo bóers empobrecidos ven en la cualificación de la mano de obra negra una ame-
naza para los puestos que necesitaban para subsistir en el nuevo contexto político 
que implicaba una nueva forma de vida. Por su parte, aunque los inmigrantes 
no tenían preocupación a corto plazo, sentían que a largo plazo tal vez serían 
reemplazados por esta mano de obra negra. Fue así como a partir del auge de los 
grandes movimientos sindicales, se unieron los bóers y los migrantes europeos 
para crear una clase obrera que abogaba por una calidad de vida más suntuosa a 
costa de la clase obrera nativa.
Así mismo, se incitaba a los negros para que regresaran a sus hogares y se 
recurría a mecanismos para crear inestabilidad en los puestos de trabajo ocupados 
por los negros que resistían a los chantajes y maniobras de persuasión para que 
abandonaran su trabajo. Estas presiones y vaivenes contribuyeron a que la clase 
obrera negra no hubiera podido organizarse en sindicatos. Bajo el impulso sindi-
calista de los bóers y los inmigrantes europeos se pudo instaurar el “color bar”, 
una medida que consistía en la referencia racial como criterio para poder acceder 
a ciertos puestos de trabajo; lo que, en la realidad, vetaba a los no blancos de 
cualquier cargo representativo. Este contexto estuvo marcado por la indiferencia 
de los ingleses, quienes no se molestaron por las transformaciones que se estaban 
dando en el mercado laboral, sustentadas en un marco institucional de corte se-
gregacionista en detrimento de la gente negra. Esta situación de silencio “culpa-
ble” que caracteriza la administración británica se mantuvo cuando se instauraron 
otras leyes segregacionistas como la Native Labor Act y la Native Land (promul-
gada en 1913). La primera es una ley que regulaba la relación del obrero con su 
“amo”, más parecida a la esclavitud y la servidumbre, y la segunda entregaba a 
los negros entre el 7,3  y el 12,7 % del territorio, siendo los blancos los únicos que 
podían ser propietarios de las tierras. Este nuevo orden político no solo puso a los 
nativos negros en una situación de dificultad en la cual la economía de subsisten-
cia para satisfacer sus necesidades no era suficiente, sino que tuvieron que vender 
su mano de obra en las minas y demás sectores de producción bajo estas leyes 
discriminatorias que fueron consolidando el sistema del apartheid.







El apartheid fue institucionalizado en Sudáfrica bajo el dominio del National 
Party, que estuvo en el poder desde 1948. En este sentido, el desarrollo del apartheid 
estuvo marcado por la represión política y el racismo de Estado. Este sistema fue 
materializado en la Constitución de la República de Sudáfrica de 1961, la cual con-
tribuía a la acentuación de la estratificación de la sociedad sudafricana, además de 
negar el principio universal de igualdad. Aparte de las leyes mencionadas, una de las 
más representativas era la Pass Law, la cual restringía la libertad de desplazamiento 
de los africanos imponiéndoles multas y encarcelamiento ante la violación de esta 
ley. También existían otras leyes que prohibían la educación de los negros, casti-
gando así a aquellos que enseñaban a leer a su familia, al igual que al blanco que le 
enseñaba a su sirviente, ya que “el progreso de los africanos constituía una amenaza 
para el sistema del apartheid” (Benítez, 1981, p. 40). En el campo de la salud pública 
se evidencia el hecho de que el Estado dejaba morir a los africanos ante la precaria y 
casi nula atención médica; prueba de ello es que “la tasa de médicos por habitante en 
1972 era la siguiente: europeos, 1 por cada 400 habitantes; asiáticos, 1 por cada 900; 
mestizos, 1 por cada 6200; africanos, 1 por cada 44.000” (Benítez, 1981). 
Bajo el régimen del apartheid, el Gobierno estaba compuesto por el presiden-
te, elegido por un colegio electoral; un primer ministro, que era el dirigente del 
partido de mayoría en el parlamento; un gabinete de ministros; un parlamento de 
dos cámaras integrado solo por blancos elegidos por electores blancos, además 
de otros órganos estatales. Legalmente había un sistema de partidos, de los cuales 
podemos identificar al National Party, que era el oficial, siendo la cara y la voz 
representativa del nacionalismo racista, y, por otro lado, encontramos al United 
Party, que era la oposición al partido oficial, pero que apoyaba de todos modos 
las prácticas segregacionistas y racistas. Las elecciones se efectuaban bajo este 
sistema de partidos y quienes no eran blancos no podían votar, lo que aseguró 
la permanencia del National Party en el poder, mientras que partidos como el 
Comunista tuvieron que mantenerse en la clandestinidad, igual que el Congreso 
Nacional Africano (ANC) de Nelson Mandela.
En este contexto político segregacionista se observa que tras la llegada al 
poder de Daniel Malan (1948-1954), conocido exponente del nacionalismo 
afrikáner racista24, y el triunfo electoral del Partido Nacionalista en 1947, en una 
24 Orozco, Tobón, Chávez y Aristizábal (2012) señalan que se trata de una “ideología política nacida en el siglo XIX 
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coalición con el Partido Afrikáans del cual era cabeza Malan, se constituye el 
primer Gobierno con una plataforma de racistas, denominada apartheid. Este 
hecho va a significar la consolidación del sistema de desarrollo separado de las 
comunidades blanca, mestiza, asiática y negra en lo social, político, económico, 
residencial, entre otros. Dentro de las primeras medidas tomadas por Malan se 
encuentra la segregación de cada individuo de acuerdo con criterios raciales, me-
diante la elaboración de leyes como aquellas que reservaban ciertos distritos en 
las ciudades donde solo podían ser propietarios los blancos, obligando a los no 
blancos a emigrar a otros lugares. Cabe precisar que estas leyes establecían tanto 
zonas segregadas (playas, autobuses, hospitales, escuelas) como la prohibición a 
los no blancos de estar en algunas ciudades.
El Partido Nacional gana nuevamente las elecciones en 1954, con la elección 
de Johannes Gerhardus Strijdom (1954-1958) como presidente, cuyo principal 
aporte fue codificar gran parte de la legislación del apartheid, donde se destaca-
ban medidas como la negativa a que la población negra pudiera ocupar posicio-
nes en el Gobierno. Además, en materia de políticas públicas, bajo el gobierno de 
Gerhardus, se impulsó la instauración del acceso desigual a condiciones de vida 
básicas (electricidad, agua, salud, educación, transporte). De igual manera, en 
materia económica, este Gobierno prohibió que la población negra pudiera poseer 
negocios o ejercer prácticas profesionales en áreas asignadas para los blancos.
Hendrik Verwoerd (1958-1966) fue uno de los ministros más importantes del 
apartheid; su principal aporte fue la creación de los bantustanes. La gestión política 
de este ministro fomentó el desplazamiento forzado de la población negra sura-
fricana en la medida que el apartheid pasó a denominarse “política de desarrollo 
separado”. Esta política incitaba a que cada uno de los grupos africanos (llamados 
bantúes) se constituyera como nación en su propio territorio, dividiendo en diez 
los “Estados no sudafricanos”. Desde entonces, los mestizos y asiáticos podían 
manejar sus propios asuntos aunque con restricciones, y siempre bajo la suprema-
cía del blanco. En este sentido, se considera que la política de bantustización del 
territorio sudafricano fue la piedra angular del grand apartheid, mediante la Ley de 
Autonomía Bantú de 1959. Esta organización arbitraria de los territorios se realizó 
causa de las guerras de los Boers. El nacionalismo afrikáner enfatizaba la unidad de todas las personas blancas 
que hablaran afrikaans, en contra de poblaciones foráneas como negros, judíos o sudafricanos de habla inglesa” 
(p. 13).







a través de traslados forzosos, mediante los cuales poblaciones enteras fueron obli-
gadas a dejar sus lugares de origen y estable cerse en zonas asignadas y general-
mente desérticas. En este orden de ideas, afianzamos los planteamientos de Orozco 
et al. (2012), según los cuales la política de bantustización tuvo varios objetivos: 
Por un lado, convertir en extranjeros a los sudafricanos negros con el fin de mantener 
a la población blanca protegida, además de deshacerse de las continuas reivindica-
ciones por participación política y económica de los movimientos anti-apartheid; así 
mismo, se preveía la separación como nación de la población negra, quien al obtener 
la nacionalidad sin autonomía territorial, perdía automáticamente todo dere cho den-
tro de la Sudáfrica blanca. Este tipo de políticas de división de territorios y separa-
ción de etnias demuestran y representan el principio de dividir para reinar utilizado 
durante el proceso de colonización europea (pp. 1-143). 
Además, como ministro de educación, Verwoerd implementó un sistema de 
educación bantú totalmente nuevo y separado para los estudiantes no blancos, 
cuyo objetivo era preparar desde temprana edad a los negros para su subordina-
ción frente a los blancos. Su Gobierno fue bastante radical, incluso llevándolo 
a separarse de la Commonwealth y manifestando su deseo de convertir a Sudáfrica 
en una república, contrariamente al anhelado otorgamiento de la independencia 
a las colonias británicas en África por parte del primer ministro del Reino Unido, 
Harold MacMillan. La explicación residía en los deseos de la corona de salvar su 
economía doméstica, que se encontraba amenazada por el alto presupuesto que 
gastaba para mantener sus colonias. Sin embargo, los afrikáners aprovecharon la 
retirada del imperio británico de Sudáfrica para impulsar su deseo de salirse de 
la corona como país, mientras que muchos blancos sudafricanos de ascendencia 
inglesa preferían continuar con su lealtad al Reino Unido. Fue así como en 1960 
se organizó un referéndum entre la población blanca para decidir si el país seguía 
siendo un dominio de la corona británica o una república. El 52,29 % de los vo-
tantes se pronunciaron a favor del “Sí”, mientras que el 47,71 % eran contrarios a 
la idea del cambio a la República.
El apartheid se mantendrá como política de partido y de Estado, por lo cual 
los primeros ministros sudafricanos que sucedieron a Verwoerd seguirán con el 
establishment: se trata principalmente de Balthazar Johannes Vorster (1966-1978) 
y Pieter Willem Botha (1978-1984). Tras su elección, Balthazar Johannes Vorster 
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y detenciones arbitrarias (como la condena a cadena perpetua de Nelson Mandela). 
Por su parte, Pieter Willem Botha afirmó su lealtad con el sistema del apartheid 
al obstaculizar la concesión del derecho de voto a los sudafricanos negros; pero 
a su vez permitió que la población de los “coloured en afrikaans” (sudafricanos 
de ascendencia mixta e indios) obtuvieran varios derechos políticos y, comparado 
con sus antecesores, fue un poco más moderado por haber permitido la legaliza-
ción del matrimonio interracial y aceptar la idea de la apertura a la participación 
política de partidos multirraciales. Aun si estuvo de acuerdo con ceder en temas 
que involucraban a sudafricanos de ascendencia mixta, no cabe duda que Botha 
mantuvo el núcleo duro del credo del apartheid al tolerar la idea de la supremacía 
blanca sobre los sudafricanos negros. No obstante, lo cierto es que las políticas 
de Botha polarizaron a su propio partido, llevando a su impopularidad a nivel na-
cional e internacional (especialmente en muchos países africanos y occidentales), 
y desembocando en la posibilidad de imponer sanciones contra el país por parte 
de Estados Unidos y Gran Bretaña, posibilidad que se materializó en términos de 
sanciones económicas, comerciales, de venta de armas, etc.
Se observa así que el apartheid, como sistema político racista, se mantuvo 
por más de 40 años en un país donde más del 90 % de la población era negra y 
africana.
La incompatibilidad del sistema del apartheid en un nuevo sistema internacional 
y global llevó a los gobiernos blancos a introducir cambios y reformas en el país, 
dada la violencia, la presión internacional (sanciones económicas de todo tipo), y la 
caída de la economía del país como consecuencia de este tipo de políticas, etc.
En este escenario, el ascenso de Frederik de Klerk (1989-1994) coincidió con 
la caída del muro de Berlín (fin de la Guerra Fría) y de los regímenes comunistas 
en Europa Oriental. Este nuevo orden mundial lo llevó a encaminar a Sudáfrica por 
un periodo de transición, iniciando reformas políticas orientadas hacia la superación 
del apartheid. Su gran aporte a Sudáfrica fue su decisión de derogar todas las le-
yes segregacionistas vigentes y liberar a varios políticos negros encarcelados, entre 
los cuales se destaca Nelson Mandela. Además, legalizó las principales organiza-
ciones anti-apartheid como el Congreso Nacional Africano (CNA) —que había 
sido declarado ilegal por treinta años—, e inició los trámites para la elaboración 
e instauración de una nueva Constitución Política. Aquí insistimos en el papel 
de la comunidad internacional en el proceso de transición ya que, aparte de las 







movilizaciones populares internas, fue importante y determinante la presión interna-
cional para la eliminación de la política del apartheid bajo el régimen de De Klerk, 
aun si se observa que en ciertos niveles del proceso de transición, esta actitud inter-
nacional estuvo salpicada de hipocresía y laxismo de cara a la clase política de turno.
En la década de los noventa, Sudáfrica estaba marcada por tensiones y crispa-
ciones sociales, con violencia de todo tipo, con eje central en las reivindicaciones 
para la liberación de Nelson Mandela. Esta situación conllevaba una polarización 
en el escenario político nacional, asociada a una intensa violencia interna. Con la 
liberación de Nelson Mandela y el establecimiento de la democracia a partir de 
1992, se ha confor mado una variedad de movimientos y partidos en torno a los ac-
tores más tradicionales de la política nacional —el Partido Nacional y el Congreso 
Nacional Africano—. Recordamos que este último fue fundado en 1912 con el ob-
jetivo de defender los derechos de la población negra. Por ello, se consolida en los 
años noventa compitiendo en las elecciones de 1992 de las cuales salió ganador en 
alianza con el Congreso de Sindicatos de Sudáfrica (Cosatu) y el Partido Comunista 
de Sudáfrica (SACP), y con Nelson Mandela como primer presidente negro electo 
de este país. Asimismo, se pone fin definitivo al apartheid, tras años de lucha de 
los pueblos negros sudafricanos, junto con la presión internacional (actores inter-
nacionales como los países y pueblos africanos, los países occidentales, asiáticos, 
suramericanos, la ONU, etc.). Sin duda, la acción conjunta de ambos tipos de acto-
res fue determinante para liquidar este sistema político racista. Pero faltaba resolver 
el conflicto sociopolítico a fondo y sanar las heridas abiertas y el malestar social 
causado por décadas de injusticas y gestión política en el marco del sistema político 
del apartheid. Por lo cual se abren procesos de negociación y se ponen en marcha 
mecanismos de construcción de una paz duradera por medio de la reconciliación y 
la restauración de la confianza en el periodo del posconflicto.
Posconflicto en Sudáfrica: verdad y reconciliación, y restitución de tierras
El posconflicto sudafricano desvela la compatibilidad entre los mecanismos ju-
diciales internacionales que buscan juzgar a los grupos y personas armadas res-
ponsables de crímenes y los mecanismos no judiciales de arreglo. En este último 
caso se precisa que la rendición de cuentas puede tener muchas formas, de las cua-
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en Sudáfrica después del apartheid, lideradas por Desmond Tutu y Nelson 
Mandela, son unas comisiones de reconciliación no judiciales en las cuales los 
mecanismos tradicionales se asocian al mecanismo judicial internacional para 
impulsar la paz en el marco de un proceso de justicia transicional. Allí se hizo 
énfasis en el principio del perdón mediante foros no judiciales para que quienes 
hubieran cometido actos de violencia a gran escala lo asumieran públicamente. 
Además de servir como mecanismo de creación de un registro de casos de viola-
ción de derechos humanos, estas comisiones han proveído de recomendaciones 
al Gobierno para prevenir futuros conflictos y reparar los daños sufridos por las 
víctimas, entre las cuales se destaca la restitución de tierras.
En efecto, para la restitución de tierras y ordenación conjunta de áreas pro-
tegidas se instaura la Comisión Sudafricana de Restitución de los Derechos de 
Tierras (CRLR, por su sigla en inglés), que se interesa, entre otros aspectos, por 
el caso de la restitución de tierras en áreas protegidas en Mpumalanga. En este 
orden de ideas, Koning (2010) precisa: 
Entre 1913 y comienzos del decenio de 1980, las reubicaciones forzadas con las que 
se apoyaba la segregación racial causaron enormes sufrimientos y privaciones en 
Sudáfrica. El gobierno se ha comprometido ahora a invertir los efectos del colonia-
lismo y del apartheid. La Ley de restitución de los derechos sobre la tierra (No. 22 
de 1994, enmendada) contiene disposiciones para la devolución de los derechos de 
tierras a personas o comunidades que fueron desposeídas después del 19 de junio de 
1993 y que no recibieron una justa compensación de resultas de las pasadas leyes o 
de prácticas raciales discriminatorias (p. 41).
Sin duda, el debate en torno a las ocupaciones de tierras en Sudáfrica se en-
trelaza con las políticas raciales que han operado allí, por lo cual la gente tiene 
percepciones muy negativas acerca de la problemática. Después del apartheid, lo 
que se ha buscado en el marco de la resolución de los conflictos derivados de este 
sistema político es revertir las situaciones de injusticia registradas. En este orden 
de ideas, Sihlongonyane (2008) considera:
La ocupación de tierras se asocia en general al desorden, la contienda política, la cri-
sis económica y los defectos administrativos, de los cuales los negros son culpables. 
[…] En Sudáfrica, las ocupaciones se refieren ampliamente a invasiones de tierras, 
un concepto racista nacido del apartheid que provocó el desprecio de los esfuerzos 
de los negros desposeídos por adquirir tierras. El Gobierno pos-apartheid heredó 







el problema de la tierra, así como también su malestar conceptual. Además del de 
invasión, también se utiliza el concepto de “usurpación”, nacido del apartheid, y el 
de “embargo de tierras”, que se usa aun mucho más ampliamente, en especial en la 
prensa, para referirse a una diversidad de fenómenos que abarcan la conquista colo-
nial, la recuperación a través de la lucha de liberación armada o, simplemente, las 
ocupaciones a gran escala (p. 157).
Sin embargo, después de más de una década de trabajo y sacrificios para la 
construcción de la paz en torno a la problemática de restitución de tierras, aún 
persisten desigualdades en el reparto de las tierras en la Sudáfrica de hoy, eviden-
ciando así las limitaciones en el éxito de las políticas de restitución de tierras ins-
critas en el marco de los procesos de construcción de la paz. La complejidad del 
problema requiere mayor tiempo de trabajo para construir y alcanzar la paz. En 
alusión a la persistencia de diferencias, ventajas y desventajas socioeconómicas 
de corte racial en Sudáfrica (igual que en otros países del áfrica austral), Moyo 
(2006) considera al respecto: 
Una característica persistente de la cuestión de la reforma agraria en la subregión 
[…] radica en que el desequilibrio racial y las quejas históricas sobre la expropiación 
de tierras proveen una fuerza vinculante para la movilización política del descontento 
social y la pobreza creciente en el marco de la reforma agraria. Así, la independen-
cia, los acuerdos políticos y las políticas de reconciliación en Zimbabue, Namibia 
y Sudáfrica han fallado en frenar el conflicto racial en un contexto en el cual los 
dividendos de la paz de mediados de los noventa no han conducido al crecimiento 
económico a través de la subregión, ni han producido cambios estructurales que 
incluyan a la mayoría en la economía formal. 
Naturalmente, incluso en los territorios sin asentamientos, el problema de la tierra y 
sus fundamentos raciales resuenan. Por lo tanto, el conflicto por la tierra tiende a ser 
impulsado por discursos ideológicos y de políticas agrarias que en África austral no 
han resuelto la cuestión de si los derechos que ejercen los blancos sobre la tierra que 
fue expropiada históricamente son o no válidos y legítimos social y políticamente, 
y en qué medida (Moyo, 2003). […] Los conflictos por la tierra son hoy resultado 
de reclamos y luchas por el acceso a la tierra y los recursos naturales por parte de la 
clase pobre y las clases capitalistas negras emergentes. […] La mayor enajenación de 
la tierra llevada adelante por los blancos se dio en Sudáfrica en el siglo XVIII, con un 
87 % del total de la tierra en sus manos. Aunque con la independencia las poblaciones 
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minorías blancas ha tendido a no descender proporcionalmente en las extierras de los 
colonos (pp. 279-281). 
Este planteamiento nos invita a proyectarnos en el escenario colombiano, 
donde se aspira al posconflicto tras la anhelada firma de acuerdos de Paz en La 
Habana para hacer algunas consideraciones pertinentes en cuanto al perdón y la 
restitución de tierras. 
Reflexiones que hilan conclusiones: ¿algunas lecciones para Colombia?
La experiencia acumulada de Sudáfrica en el campo de la construcción de la paz 
le ha permitido desempeñar un papel importante en distintos procesos mediante 
las misiones de construcción y mantenimiento de la paz, sobre todo en África. 
El caso presentado en este documento destaca la preeminencia, la estatura y el 
compromiso de Sudáfrica con la paz en su territorio, lo que repercute a nivel 
africano y mundial.
Prueba de ello es que Sudáfrica se ha comprometido constitucionalmente para 
eliminar todas las formas de discriminación y ha apostado por la construcción de 
una sociedad más igualitaria, teniendo en cuenta que, para lograr tal objetivo, las 
cuestiones de género y de violencia contra las mujeres y los niños son transversa-
les al fenómeno del conflicto y merecen atención e inclusión en todos los meca-
nismos de búsqueda y construcción de Paz. Por ello, también está solicitada como 
país mediador en varios procesos de paz en África; uno de los ejemplos más em-
blemáticos de la implicación de la Sudáfrica de Nelson Mandela en los procesos 
de paz en África es el caso del conflicto en la República Democrática del Congo. 
A su vez, las experiencias de Sudáfrica con las Comisiones de la Verdad y la 
Reconciliación se han convertido en una práctica habitual en aquellos países que 
buscan reconciliarse con su pasado de guerra y represión, y restaurar la confianza, 
como se refleja en los casos de estudio relacionados con Mozambique, Bosnia y 
Camboya (Gaborit, 2009). Consideramos que de las experiencias sudafricanas 
Colombia podría tomar algunos elementos más adecuados a su especificidad en 
el posconflicto, desde una perspectiva comparada.
El perdón es uno de los temas que Sudáfrica supo manejar pese a las dificul-
tades que han surgido en la búsqueda de la reconciliación; esta experiencia acu-
mulada puede ser de utilidad para Colombia, donde los sectores más reticentes al 







acuerdo negociado de la paz hacen eco al lema “ni perdón, ni olvido”, aludiendo 
así a un inalcanzable perdón durante el posconflicto. Estos sectores asocian el 
perdón a la impunidad, al considerar que el perdón abre inevitablemente el paso 
a la impunidad, lo que no es cierto, porque este “perdón” debe de construirse 
con fundamento en la “verdad”. Además, desde las experiencias sudafricanas 
de restitución de tierras consideramos que el tema se vuelve un reto importante 
que debe ser tomado muy seriamente en el caso colombiano por los motivos que 
se exponen a continuación. 
En efecto, el simple hecho de estar sentados en la Mesa de Negociaciones 
en La Habana es un avance en el escenario político colombiano que significa un 
acercamiento formal entre los representantes del Gobierno y las FARC-EP, una 
disposición de superación de sus diferencias para hablar de temas tan importan-
tes como sensibles sobre el fin negociado del conflicto, los cuales han minado la 
vida política de Colombia durante mucho tiempo. Además, demuestra una mayor 
madurez política de los actores políticos directa e indirectamente implicados en 
las conversaciones. Pero concretamente, el acuerdo sobre el tema agrario es la 
muestra de una cierta capacidad de diálogos de los actores implicados en las 
negociaciones cuyo reflejo en escenarios nacionales e internacionales es positivo 
y alentador. No cabe duda de que el logro de los acuerdos sobre el tema agrario 
está ganando cada más terreno en escenarios políticos y sociales del país en los 
planos departamental, regional y municipal. Precisamente, aunque a nivel nacio-
nal existen voces que reclaman su participación directa en las conversaciones de 
La Habana, la operatividad de esta demanda de algunos sectores de la población 
parece irrealista teniendo en cuenta que, en el estado actual de los avances de la 
mesa, su ampliación a otros sectores de la población se volvería una situación de-
masiado engorrosa. Pero en términos generales se observa con satisfacción que, 
pese a los irresistibles pesimistas, los tonos acusadores que, al inicio del proceso, 
tildaban a los integrantes de las FARC-EP como un mero grupo de terroristas son 
cada vez menos frecuentes. Al contrario, se escuchan cada vez más voces que 
se refieren a este grupo como insurgentes o la insurgencia, o simplemente como 
guerrilleros.
Así mismo, aparte de la problemática agraria o de reforma agraria, sobre la 
cual las discusiones han logrado un acuerdo, algunos de los temas más cadentes 
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electoral (participación política), las reformas estructurales del sistema político, 
la reestructuración de las instituciones, las garantías de seguridad de los agentes 
políticos, la impunidad y los temas de las víctimas y sus victimarios. Desde la 
perspectiva y actitud propositiva de las FARC-EP (2016):
...se requiere una reestructuración del Estado que garantice una organización de-
mocrática y participativa real del ejercicio del poder, fortalezca la institucionalidad 
pública y posibilite una efectiva orientación de sus políticas para propiciar las con-
diciones de la paz con justicia social, garantizar los derechos y el buen vivir de la 
población, y superar las profundas desigualdades, la pobreza y la miseria.
Por otra parte, se deben tomar muy en serio propuestas insistentes relaciona-
das con la necesidad de una constituyente para la paz y la democratización de la 
información y la comunicación, ya que la mayor accesibilidad de los medios de 
comunicación para sectores sociales y populares como los campesinos, indígenas 
y afrodescendientes, igual que las minorías políticas, etc., son algunas de las ga-
rantías para la paz.
Y, como ocurrió en Sudáfrica, la otra etapa del ciclo de conversaciones que 
culminó con el acuerdo sobre el tema de la participación política es fundamental 
para una democratización participativa, la paz con justicia social y la reconcilia-
ción nacional. Además, siendo Colombia un “país de regiones”, se espera que 
las negociaciones de paz se conviertan en un trampolín para los diálogos acerca 
de la participación de las regiones, los entes territoriales, los departamentos, los 
municipios, los territorios campesinos, indígenas y afrodescendientes; teniendo 
en cuenta los temas pendientes en torno a las drogas ilícitas, la reparación a las 
víctimas, la dejación de las armas, entre otros. 
